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Alfonso Sahuquillo López
TEMA 16-B: LA EMPRESA PÚBLICA.

POLÍTICAS APLICABLES CON ESPECIAL REFERENCIA A LA FIJACIÓN DE PRECIOS PÚBLICOS

Alfonso Sahuquillo López  ·  Tema 16B: Empresa pública y precios públicos
Alfonso Sahuquillo López  ·  Tema 16B: Empresa pública y precios públicos


 0. INTRODUCCIÓN
· La Economía Pública o Economía del Sector Público es la rama de la economía que estudia:

1. La intervención del Estado en la economía.

2. Los efectos de dicha intervención sobre el bienestar social.

3. Cómo se toman las decisiones de políticas públicas.

· En los países avanzados el régimen económico predominante es el de una economía mixta, por lo que el sector público es una parte fundamental del sistema económico en dos sentidos:

a. Cuantitativo: el gasto público ronda el 40% del PIB en los países de la OCDE.

b. Cualitativo: condiciona las decisiones de los agentes privados.

· El sector público interviene en la economía por 4 motivos:

4. Marco básico: para crear un marco básico en el que se desenvuelva la actividad económica (p.ej. garantía de los derechos de propiedad).

5. Eficiencia: para corregir fallos del mercado, que hacen que las asignaciones no sean Pareto-eficientes
.

6. Equidad: por juicios de valor sobre lo equitativo en las asignaciones de equilibrio
.

7. Estabilización: para estabilizar la actividad económica.

· Para ello, el sector público cuenta con 3 instrumentos de actuación principales:

8. Regulación.

9. Empresas públicas.

10. Presupuesto.

· Aquí vamos a estudiar las empresas públicas, que son utilizadas por el poder público, especialmente, por cuestiones de eficiencia y equidad.
· Una empresa pública es aquella que está bajo propiedad o control de los poderes públicos (y que, por tanto, no es empresa privada) y que financia con ingresos procedentes de sus ventas al menos el 50% de sus costes de producción (y que, por tanto, no es Administración Pública).
· Dado que el objetivo último de la empresa pública no es la maximización del beneficio, a menudo se separa de la regla P = CMg. Y lo hará en un sentido o en otro dependiendo de cuál sea la finalidad última de su creación
.

Nótese que, en puridad, las políticas de precios que vamos a describir en este tema permiten explicar la fijación de precios tanto en empresas públicas como en empresas privadas que operan en sectores regulados. Por lo tanto, cuando hablemos de precios públicos nos referiremos tanto a los precios de las empresas públicas como a los precios de empresas privadas que actúan en mercados regulados.
· Esquema: 
	1. Razones de la existencia de empresas públicas
1.1. Eficiencia
· Poder de mercado

· Externalidades

· Bienes públicos

· Información imperfecta

1.2. Equidad

1.3. Otras razones
2. Políticas aplicables a monopolios naturales
2.1. Óptimos de primer orden

2.2. Óptimos de segundo orden

2.3. Óptimos de tercer orden
3. Política de fijación de precios en presencia de externalidades

4. Política de fijación de precios con consideraciones de equidad




 1. RAZONES DE LA EXISTENCIA DE EMPRESAS PÚBLICAS
· Las políticas aplicables a la empresa pública van a depender de la razón de su existencia, sobre todo en el caso de las políticas de precios. De ahí que en esta primera parte estudiemos las razones que llevan a las Administraciones a crear empresas públicas.

· Como apuntábamos, las principales razones por las que se crean empresas públicas están relacionadas con la eficiencia (i.e. combatir fallos de mercado) y la equidad.

 1.1. Eficiencia
· A menudo se crean empresas públicas para combatir fallos de mercado como:

1. Poder de mercado.

2. Externalidades.

3. Bienes públicos.

4. Información imperfecta. 
Poder de mercado

· Definición: una empresa tendrá poder de mercado cuando no sea precio-aceptante, esto es, cuando tenga cierta capacidad para influir en el precio.

· Ineficiencia. Cuando los productores tienen poder de mercado, maximizarán su beneficio lanzando al mercado una cantidad inferior a la de competencia perfecta y a un precio superior (P>CMg).
Esto genera una ineficiencia en el sentido de Pareto porque existe una cantidad de unidades no producidas para las que los consumidores estarían dispuestos a pagar más de lo que cuesta producirlas.

· Soluciones en función del origen. El origen del poder de mercado puede deberse a la existencia de un monopolio natural o a la existencia de comportamientos estratégicos.
a. Monopolio natural. Los monopolios naturales se deben a la estrechez del mercado, de manera que el tamaño mínimo eficiente de la planta de producción es grande en relación a la demanda. Es decir, los costes fijos son muy elevados en relación a la demanda. Esto daría lugar a un monopolio natural, que se define como aquella situación en la que los costes son menores si se concentra toda la producción en una sola empresa que si se reparte entre varias (i.e. aditividad de costes)
, por lo que la empresa con mayor producción acaba expulsando del mercado a las otras y actuando como monopolista.

Los mercados en los que más comúnmente se dan monopolios naturales son los mercados de red, pues el despliegue de ésta requiere elevados costes fijos, y su uso por un consumidor adicional es prácticamente nulo.

En principio, no es aconsejable desmantelar un monopolio natural porque asegura eficiencia productiva (i.e. MínCMe). Pero tampoco hay que dejarlo desregulado, ya que el monopolista podría aumentar demasiado el precio, resintiéndose aún más la eficiencia asignativa (i.e. P > CMg). Por lo tanto, la actuación gubernamental frente a un monopolio natural no debe ser desmantelarlo, sino encontrar un equilibrio entre eficiencia asignativa y rentabilidad financiera a través de políticas (particularmente, políticas de fijación de precios) articuladas por medio de la creación de una empresa pública o de la regulación del sector:

1. Una empresa pública (p.ej. Red Eléctrica Española, Enagás, CLH, ADIF, AENA).

2. Regulación del sector (p.ej. regulación del acceso a la red de Telefónica).

b. Comportamientos estratégicos que den lugar a un oligopolio, con lo que, de nuevo, el precio será mayor que el de competencia perfecta y la cantidad, menor. Las soluciones para aumentar la competencia y asegurar la eficiencia pueden ser:
1. Crear empresas públicas que compitan con las ya instaladas.

2. Fomentar la entrada de empresas privadas eliminando las barreras de entrada y de salida, generando, pues, una competencia potencial que asegure la eficiencia (Teoría de los Mercados Impugnables de Baumol).

Externalidades

· Definición: se trata de aquellas situaciones en las que la producción o el consumo de un bien incide (positiva o negativamente) en la utilidad o beneficios de otros agentes económicos, sin que esa incidencia tenga reflejo en los precios ni en los costes.

· Ineficiencia. De nuevo, el mercado, por sí mismo, no proveerá la cantidad eficiente del bien: si se trata de un bien cuya producción genera una externalidad negativa, se producirá una cantidad excesiva, y si genera una externalidad positiva, se producirá una cantidad insuficiente.
· Soluciones:

1. Crear empresas públicas que internalicen las externalidades, esto es, que se guíen por los beneficios y los costes sociales (p.ej. escuelas públicas).

2. Poner en marcha instrumentos pigouvianos (p.ej. impuestos sobre los carburantes).
Bienes públicos

· Definición: los bienes públicos son aquellos no rivales y no excluibles:
a. No rivalidad: toda la comunidad puede disfrutar de ellos sin que la utilidad de quienes ya consumían se vea minorada.

b. No exclusión: no es posible excluir a una persona del consumo de dicho bien, por lo que es imposible cobrar por él.

· Ineficiencia. El mercado, por sí mismo, no proveerá una cantidad suficiente del bien público: la empresa no producirá hasta que el coste marginal iguale la utilidad marginal social, sino hasta que iguale las utilidades marginales reveladas, que serán menores que las reales.

· Se da, pues, una ineficiencia que aleja al equilibrio del óptimo de Pareto, ya que existe una cantidad no producida para la cual la valoración de la sociedad es mayor que el coste de la producción.

· Solución: provisión pública a través, por ejemplo, de empresas públicas (p.ej. defensa nacional, alumbrado).
Información imperfecta

· Definición. La información imperfecta puede manifestarse de 2 formas:

1. Información incompleta: todos los agentes tienen la misma información, pero no la tienen toda.

· Dentro de la información incompleta, podemos hallarnos en una situación de riesgo (el individuo no sabe qué estado de la naturaleza va a ocurrir, pero puede asignar probabilidades de manera objetiva) o de incertidumbre (el individuo asigna probabilidades de manera subjetiva). 

2. Información asimétrica: no todos los agentes tienen la misma información. El problema de información asimétrica, a su vez, puede manifestarse de 2 formas:

2.1. Selección adversa: la ventaja informativa existe antes de firmar el contrato (ex ante). Es un problema de información oculta.

2.2. Riesgo moral: la ventaja informativa surge una vez firmado el contrato (ex post). Es un problema de acciones ocultas.

· Ineficiencia. La información imperfecta genera ineficiencias debido a que impide que se lleven a cabo transacciones mutuamente beneficiosas. 
· Soluciones:

11. Información incompleta.

11.1. Formas de reducción del riesgo: difusión y diversificación del riesgo:

· Difusión (risk pooling): el agente distribuye el beneficio y el coste de un proyecto entre varios individuos. El sector público puede contribuir a esta forma de reducción del riesgo a través del establecimiento de figuras jurídicas como los créditos sindicatos, las sociedades anónimas y los reaseguros.

· Diversificación (risk spreading): los agentes invierten en proyectos cuyas rentabilidades están imperfectamente correlacionadas, de forma que el riesgo total es menor que el riesgo ponderado de los activos. El sector público puede contribuir a esta forma de reducción del riesgo a través del establecimiento de mercados financieros organizados.

11.2. Formas de reparto del riesgo. Los agentes pueden llevar a cabo un reparto óptimo del riesgo a través de lo que se conocen como mercados contingentes (p.ej. mercado de futuros o de derivados). El sector público puede contribuir a esta forma de reducción del riesgo a través del establecimiento de mercados de derivados organizados.

12. Información asimétrica. El sector público puede intervenir de varias formas para reducir la asimetría informativa. En el caso de la selección adversa, se pueden citar: 

· Imponer seguros forzosos (en el caso de España, el seguro obligatorio de responsabilidad civil para la circulación de vehículos a motor).

· Provisión pública a través de empresas públicas: asegurar a personas que tradicionalmente son excluidas por las agencias de seguros (sanidad universal), o facilitar el crédito a colectivos con más riesgo –p.ej. emprendedores– (ICO, ENISA).

· Otras medidas: prohibición de publicidad engañosa, regulación de las licencias/permisos/homologaciones, regulación del período de garantía, regulación de las auditorías, protección de marcas, etc.

 1.2. Equidad
· La creación de empresas públicas también puede deberse a motivos de equidad. Por ejemplo:

a. Garantizar el acceso a un bien o servicio que no sería provisto en algunas zonas por el sector privado (p.ej. Renfe Operadora para transportes de pasajeros, Correos para correspondencia postal, Red Eléctrica Española para el transporte de electricidad, etc.).

b. Asegurar el empleo en regiones en declive (p.ej. Hunosa para la minería).
 1.3. Otras razones
· Aunque las razones más importantes que se suelen esgrimir para justificar la empresa pública son la eficiencia y la equidad antes vistas, también existen otras:

1. Política industrial (p.ej. Iberia, Ensidesa, Seat, Bazán, y, en general, todas las creadas alegando defensa de la industria naciente, etc.), comercial (p.ej. CESCE, CERSA), o informativa (RTVE).
2. Obtención de beneficios monetarios (p.ej. Loterías del Estado, Paradores Nacionales, Tabacalera, etc.).

 2. POLÍTICAS APLICABLES A MONOPOLIOS NATURALES
· Éste es el apartado al que más tiempo vamos a dedicar porque el monopolio natural es la justificación más habitual de las empresas públicas.

Sin ir más lejos, las grandes empresas públicas españolas en la actualidad suelen ser monopolios naturales –concretamente, en industrias de red– (p.ej. Red Eléctrica Española, Enagás, ADIF, AENA, etc.).

· Como decíamos, la actuación gubernamental frente a un monopolio natural no debe ser desmantelarlo, sino encontrar un equilibrio entre eficiencia asignativa y rentabilidad financiera a través de políticas (particularmente, políticas de fijación de precios) articuladas por medio de la creación de una empresa pública o de la regulación del sector.
· Las distintas maneras de regular un monopolio natural dependerán de a qué le da más importancia el sector público, así como de la información disponible:

1. Óptimos de primer orden: tratan de restablecer la eficiencia asignativa.

· Se realiza obligando a la empresa a imponer un precio P=CMg, y las pérdidas se sufragan con una subvención o se distribuyen en forma de tarifa entre todos los consumidores.

2. Óptimos de segundo orden: tratan de eliminar los beneficios extraordinarios.

· Se realiza a través de las técnicas del coste medio, las tarifas pico-valle, el mecanismo de Loeb y Magat, la subasta del monopolio si éste no es sostenible, y el mecanismo de los precios de Ramsey si el monopolio es multiproducto.

3. Óptimos de tercer orden: tratan de limitar los beneficios extraordinarios (cuando no es posible eliminarlos).
· Se realiza a través de la limitación de la tasa de beneficios sobre el capital y a través de sistema de price-cap (ó IPC–X ó techos de precios). 
· Veamos en detalle cada una de estas políticas aplicables al monopolista natural público o privado sometido a regulación.
 2.1. Óptimos de primer orden
· Su objetivo es, como decíamos, restablecer la eficiencia asignativa (i.e. imponer P=CMg), y cubrir pérdidas o eliminar beneficios extraordinarios:

1. Si la condición competitiva se produce en el tramo decreciente de los costes medios,    CMe > CMg = P [gráfico izquierda], se producirán pérdidas. Para cubrir estas pérdidas el gobierno puede otorgar una subvención o distribuirlas en forma de cuota fija.
2. Si la condición competitiva se produce en el tramo creciente de los costes medios,         CMe < CMg = P [gráfico derecha], se producirán beneficios. Para eliminar estos beneficios el gobierno puede exigir un impuesto de suma fija por el valor del área sombreada.

[image: image1.emf]
· El problema de esta solución de primer orden es que, si se produce en el tramo decreciente de los costes medios (que es lo más común), es necesario recaudar vía impuestos la cuantía de la subvención a otorgar al monopolista, lo que puede producir una distorsión que genere ineficiencia.

· Por eso se suelen aplicar soluciones de segundo orden.

 2.2. Óptimos de segundo orden
· Su objetivo es, como decíamos, eliminar los beneficios extraordinarios del monopolio, ante la imposibilidad de asegurar la eficiencia asignativa.

· Vamos a distinguir entre si el monopolio natural es sostenible o no (en cuyo caso se requeriría la regulación no sólo del precio sino también de la entrada).

Monopolio natural sostenible (control de precios)
1. Criterio del coste medio. El Gobierno impone P=CMe, asegurando beneficios nulos al monopolista. El problema es que la eficiencia puede resentirse, ya que la garantía de que los precios se revisarán para cubrir costes anula el incentivo de las empresas a reducirlos.

2. Tarifas con restricciones de capacidad (demandas pico-valle).

· Se trata de servicios como el turismo, la electricidad o el transporte público, que cumplen estos 3 requisitos:

1. La demanda es estacional u horaria.

2. El output no es almacenable (la prestación del servicio no es trasladable de un momento a otro, por lo que no es posible el arbitraje temporal).

3. Para satisfacer la demanda en los períodos pico se necesitan inversiones con un largo período de maduración que imponen un exceso de capacidad instalada en los períodos valle.

· La regulación óptima en estos casos pasa por: i) cobrar Tarifa = CMg·q en los momentos valle; y ii) cobrar Tarifa = CF/n + CMg·q en los momentos pico.

· Es decir, se asegura que el beneficio del monopolista va a ser cero haciendo que los costes fijos sean soportados por los consumidores que consumen en períodos de demanda pico, mientras que los consumidores que consumen en períodos de demanda valle deben soportar exclusivamente los costes variables. 

3. Mecanismo de Loeb y Magat. El regulador permite al monopolista fijar el precio que desee, comprometiéndose a entregarle un subsidio equivalente a todo el excedente del consumidor que genere dicho precio.

· Ventaja: el monopolista tendrá incentivos a fijar un precio igual al coste marginal y producir la cantidad de competencia perfecta para maximizar el excedente del consumidor y, por tanto, sus beneficios.

· Desventajas: i) requiere que el regulador conozca con precisión la demanda para fijar la cuantía del subsidio; y ii) implica una redistribución a favor del monopolista difícil de justificar políticamente. 

Monopolio natural no sostenible (control de precios y control de acceso)
· Puede ocurrir que el monopolio natural no sea sostenible, esto es, que un outsider tenga incentivos en entrar en el mercado (lo cual, en un monopolio natural, es ineficiente, pues se producirían duplicidades: duplicidad de cableado telefónico, duplicidad de vías de tren, etc.). 

· Como decíamos, si el monopolio natural no es sostenible, entonces, además de los precios, habría que regular también la entrada para garantizar la no instalación de competidores (i.e. para garantizar la eficiencia productiva).

· Esto se consigue a través de la subasta del monopolio (también conocida como Demsetz competition), que consiste en conceder la explotación de un monopolio por un tiempo determinado, mediante una subasta entre posibles competidores. La idea es que la subasta produzca competencia ex ante, y la periodicidad de la misma, competencia ex post.

· Así, la subasta de la explotación del monopolio permitiría sustituir a la regulación de acceso y de precios, porque la propia subasta origina la competencia.

· Los principales problemas de la subasta del monopolio son:

1. Posible colusión de los licitadores.

2. Ineficiencia: los competidores harán ofertas en función de los costes medios más un margen de beneficio razonable, por lo que los precios serán subóptimos.
3. Duración de la concesión si la prestación del servicio exige inversiones en activos específicos que tardan mucho tiempo en amortizarse
.

4. Efecto aprendizaje si la prestación del servicio exige inversiones en activos que generan efecto aprendizaje
.

Monopolio multiproducto

· En los casos en que el monopolio es multiproducto, la regulación puede adoptar la regla de la elasticidad inversa o precios de Ramsey.

· La regla de la elasticidad inversa o precios de Ramsey es un óptimo de segundo orden, ya que trata de cubrir los costes de la empresa. Para ello, reparte el coste fijo mediante un margen sobre el coste marginal inversamente proporcional a la elasticidad de cada demanda. Es decir, a los productos con una demanda más rígida se les aplicará un margen mayor.

· De esta forma, el nivel de eficiencia es mayor al que se obtendría si los costes fijos se repartieran por igual entre todos los consumidores.

· Inconvenientes de los precios de Ramsey:

1. Exigen conocer los costes y la demanda de todos los bienes del monopolio, por lo que su aplicación se limita a la determinación de los precios en las empresas públicas.

2. Pueden generar inequidad, pues los productos con elasticidad-precio baja suelen tener un peso mayor en la cesta de los individuos con poca renta.

3. No son necesariamente precios libres de subsidios cruzados, por lo que pueden dar lugar a una configuración del mercado no sostenible.

 2.3. Óptimos de tercer orden
· Si la información de que dispone el regulador no es lo suficientemente completa como para poder restablecer la eficiencia asignativa (P=CMg) o eliminar los beneficios extraordinarios (P=CMe), entonces intentará al menos limitar los beneficios a través de 2 métodos:

1. Regulación de la tasa de beneficios: trata de limitar la rentabilidad del capital invertido.

· Ventaja: fácil observabilidad de los datos de beneficios (al menos en sentido contable) y del capital invertido.

· Desventaja: pueden conducir a una ineficiencia por una sobrecapitalización (efecto Averch-Johnson). Y es que una empresa sometida a este tipo de regulación elegirá una combinación de capital y trabajo ineficiente, lo que se traducirá en mayores costes y, por ende, en precios más elevados.

· Analíticamente:
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· Gráficamente, la línea recta muestra los máximos beneficios permitidos para cada unidad de capital (que será la diferencia entre la tasa de rendimiento permitida y la tasa de rendimiento que anula el beneficio). Ahora K* no está permitido al encontrarse por encima de la recta, por lo que la empresa maximizará beneficios en K’, nivel que conduce a una sobrecapitalización.

· Todos los sistemas de fijación de precios vistos hasta ahora presentan los siguientes problemas:

1. Problemas de información: el regulador requiere un conocimiento relativamente preciso de las funciones de coste, de las funciones de demanda, de las preferencias sociales, etc.

2. Problemas de incentivos: si el regulador utiliza la información de costes que le proporcionan las empresas, éstas tendrán incentivos a comunicarle costes superiores a los reales y a no esforzarse en rebajar los costes.

En consecuencia, en ocasiones es preferible introducir cierta flexibilidad, generando incentivos para que las empresas actúen de forma eficiente. Un sistema que ha gozado de mucho predicamento en este sentido es el price-cap, IPC–X o techos de precios. 
2. Price-cap, IPC–X o techos de precios: se trata de un procedimiento interesante para abordar el trade-off entre eficiencia asignativa y eficiencia productiva
.

· El mecanismo de regulación es el siguiente:

1º El regulador establece un nivel inicial de ingresos que permite recuperar los llamados “costes razonables” de la empresa regulada.

2º A partir de esos ingresos, y para un determinado nivel de demanda, se define un precio medio.

3º Se establece una regla de evolución de dichos precios; concretamente, se permite que los precios crezcan a una tasa previamente establecida: IPC – X, donde el IPC es la inflación y X es la tasa de crecimiento de productividad de la industria fijada en el momento t0, de forma que cuanto mayor sea la productividad referencia de la industria, menor será el precio (i.e. las ganancias de productividad se trasladan al consumidor)
.

· Este sistema proporciona incentivos a la empresa para mejorar su eficiencia productiva, pues todo lo que aumente la productividad por encima del umbral de referencia le permitirá aumentar sus beneficios.

· Para un valor dado de X, el incentivo a reducir costes será mayor cuanto más largo sea el paréntesis regulador (pues durante más tiempo estará obteniendo beneficios extraordinarios). 

· Ventaja: se incentiva la eficiencia productiva (i.e. mínimos costes posibles).

· Desventajas:

1. Se requiere mucha información para fijar el parámetro X.

2. Conforme se acerque el final del período regulado, el interés de la empresa por reducir costes disminuye. El problema puede reducirse aumentando el paréntesis regulador, pero esto puede, a su vez, dar lugar a beneficios excesivos para las empresas reguladas.

3. Se deja la calidad como variable propensa a ser manipulada para aumentar los beneficios (endogenización de la calidad). 

 3. POLÍTICA DE FIJACIÓN DE PRECIOS EN PRESENCIA DE EXTERNALIDADES
· Ante una externalidad, el sector público puede intentar corregir los precios de manera directa o indirecta.

· Corrección directa. Se da cuando el sector público controla directamente el mercado distorsionado, y se puede hacer a través de instrumentos pigouvianos o a través de una empresa pública.
Imaginemos que existe una externalidad positiva que hace que la demanda privada de dicho bien esté por debajo de la demanda social, por lo que se produce una cantidad inferior a la óptima.

En este contexto, el sector privado producirá allí donde CMg = DPDA, produciendo X’, inferior a la eficiente X*, que es donde CMg = DSOC.

Ante esto, el sector público tiene 2 opciones:

a. Crear una empresa pública que produzca X*. 
[image: image3.emf]
b. Llevar a cabo una política de precios públicos a través de instrumentos pigouvianos que incentive al mercado a producir X*, lo cual se puede hacer a través de una subvención a los consumidores que desplace DPDA hasta DSOC (y éstos ganarán ABC + s·X*); o una subvención (de la misma cuantía) a los productores que desplace CMg hasta CMg’ (y éstos ganarán s·X*).
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· Corrección indirecta. Se da cuando el sector público no controla directamente el mercado distorsionado, pero sí otros cuyos productos son sustitutivos o complementarios con el primero. Se trata, pues, de corregir la distorsión mediante la variación de los precios en otros mercados, aprovechando dichas relaciones de precios.
Imaginemos que el sector privado provee educación (que genera una externalidad positiva), y una empresa pública provee libros de texto. La educación y los libros de texto son complementarios, de manera que cuando disminuye el precio de uno, aumenta tanto su demanda como la del otro bien.

El equilibrio de libre competencia en educación será X’, inferior al eficiente X*, produciéndose por lo tanto un coste social de ABC en el mercado educativo (como en el ejemplo anterior). 
Supongamos que, por cuestiones legales, el sector público no puede incidir sobre el precio de la educación, pero sí sobre el precio de los libros de texto a través de su empresa pública. Si en ese mercado fija un precio inferior al CMg, la cantidad suministrada de libros de texto aumenta hasta L’ y, al ser complementario con la educación, la demanda de ésta aumenta hasta D’.

Así, la ganancia social de los servicios educativos es ABDE (i.e. la pérdida de eficiencia recuperada). De esta manera, si ABDE > A’B’C’, esto es, la ganancia social en el mercado de la educación es mayor que la pérdida social en el mercado de los libros de texto, esta medida de política económica es positiva para la sociedad.
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 4. POLÍTICA DE FIJACIÓN DE PRECIOS CON CONSIDERACIONES DE EQUIDAD
· Finalmente, los precios públicos también pueden diseñarse teniendo en mente consideraciones redistributivas. Es decir, el sector público podría tratar de fijar los precios no sólo con un objetivo de eficiencia, sino también de equidad.
· De hecho, las consideraciones de equidad pueden justificar que, por ejemplo, las empresas públicas no suelan recurrir en la práctica a mecanismos como la regla de Ramsey, altamente inequitativa.

· Algunas formas que tienen las empresas públicas de favorecer la equidad:

a. Fijar un precio artificialmente bajo para bienes o servicios de primera necesidad, a los que los consumidores con menos ingresos dedican una parte proporcionalmente mayor de su renta (p.ej. transporte público).

b. Fijar la cuota fija de una tarifa en dos partes en función del nivel de renta de los usuarios.

· En todo caso, a menudo se señala que los precios públicos no parecen ser el instrumento óptimo para ejecutar la redistribución, ya que pueden hacerlo a costa de introducir importantes distorsiones en el sistema de precios. Es por ello que, en la práctica, los objetivos redistributivos se dejan principalmente en manos de otros instrumentos como los impuestos y las transferencias.

 CONCLUSIONES
· Las empresas públicas y las políticas de fijación de precios tratan de maximizar el bienestar social.

· Sin embargo, estas políticas se enfrentan a ciertas debilidades que pueden limitar su efectividad en la práctica:

1. Problemas de información.

2. Interferencias en el diseño de dichas políticas (políticos, burócratas, grupos de presión, etc.).

3. Ineficiencia al no estar sometida plenamente a la disciplina del mercado (pues existe riesgo moral, dado que la empresa pública sabe que, de entrar en quiebra, recibiría muy probablemente una inyección de fondos públicos).
· Estos motivos han influido sin duda en la privatización y liberalización de sectores que, en España, se llevó a cabo a finales de los años 90.

� Esto está relacionado con el Primer Teorema Fundamental del Bienestar: si un mercado funciona de forma competitiva y no presenta ningún tipo de imperfección, la asignación de mercado de dicho equilibrio será Pareto eficiente.


� Esto está relacionado con el Segundo Teorema Fundamental del Bienestar: cualquier asignación eficiente en el sentido de Pareto puede alcanzarse como un equilibrio competitivo a través de redistribución previa de las dotaciones iniciales. 


� En España rige el principio de libertad de fijación de precios (ver tema 14-A, “5.2. Política de ordenación del mercado interior”, “Fijación de precios”).


� El requisito analítico de aditividad de costes es:


� EMBED Equation.3  ���


� Si la concesión es corta (i.e. por debajo del plazo de amortización de los activos específicos), va a haber problemas con independencia de la titularidad de los activos:


Si es el sector público el que hace frente a la inversión, la empresa no tendrá incentivos a utilizar eficientemente el equipo (conservación, tasa media de uso, etc.).


Si es la empresa la que hace frente a la inversión, entonces la empresa incorporará un margen sobre el precio para cubrirse del riesgo de que la concesión no sea renovada.


Si la concesión es larga (i.e. igual o por encima del plazo de amortización del activo específico), se suavizarán los problemas señalados, pero surgirán otros:


Al ser tan largo el período de la concesión, las ventajas de la competencia potencial desaparecerán.


A tan largo plazo la incertidumbre sobre las condiciones de demanda y de costes (progreso técnico) es tan grande que resultará imposible diseñar, poner en práctica y exigir el cumplimiento de un contrato óptimo.  


� Si los activos incorporan tecnologías muy especializadas, el primer concesionario tendrá ventajas sobre sus competidores en la segunda subasta por el aprendizaje realizado, de forma que el grado de competencia ex post puede verse mermado.


� Los antecedentes de este método de regulación se encuentran en el informe Littlechild de 1983 sobre la regulación de las telecomunicaciones en Reino Unido. Del sector de las telecomunicaciones se extendió a todos los servicios públicos (agua, gas, aeropuertos, electricidad).


� Cuando hablamos aquí de “productividad de la industria”, ello no implica necesariamente que haya varias empresas. Puede seguir habiendo un único monopolista: piénsese, por ejemplo, en el titular de una autopista, en el que la productividad podría medirse por el número de vehículos que la utilizan en el momento t0. El monopolista podría aumentar su productividad (y, por tanto, sus beneficios) consiguiendo que circulen más vehículos para un nivel de costes determinado, o consiguiendo reducir los costes para un tráfico determinado.
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